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R-DAGJ-09-2004

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las once horas del nueve de enero de dos mil cuatro.-------------------------------------------

Diligencias de adición y aclaración de la Resolución  de este Despacho R-DAGJ-584-2003  de las doce  horas  del doce  de diciembre  del dos mil tres, incoadas por la empresa PRODUCTOS VEGETALES AGRA DEL ESTE, S.A.----------------------------------------------------------------------

RESULTANDO

I- Que esta Contraloría General dictó su resolución R-DAGJ-584-2003 mediante la cual declaró sin lugar los recursos de apelación  en contra del acto de adjudicación de la licitación pública 2001-117, promovida por la Caja Costarricense de Seguro Social, para el suministro de frutas, verduras y legumbres del Hospital Nacional Psiquiátrico, interpuestos por Productos Vegetales Agra del Este, S.A. y Hortifruti, S.A.---------------------------------------------------------------------------------------------
II- Que Productos Vegetales Agra del Este, S.A., mediante escrito presentado ante este Despacho el 19 de diciembre de 2003, interpuso gestión de adición y aclaración, donde solicita que se aclare o adicione lo siguiente: “(...) 1° ¿Ha de entenderse cumplida –o no- la condición suspensiva si el Permiso Sanitario de Funcionamiento de la planta principal ofrecida por COLOSA –como “Nuestra” (ver folio 278-E del expediente) y ubicada en El Alto de La Chinchilla de Oreamuno de Cartago-, en realidad le fue dado a persona jurídica distinta del oferente que no integró la oferta adjudicada? (...) se solicita que se aclare que no sólo se ha de presentar “copia vigente y certificada del permiso sanitario de funcionamiento”, sino que tal habilitación, en la actualidad –y sobre todo- en el momento de haber sido ofrecida dicha Planta por COLOSA como “Nuestra”- no ha de estar emitido a favor de persona jurídica distinta de la que figura como oferente./ 2° Asimismo, se solicita que se aclare en cuál de las Plantas indicadas a folio 278-E del expediente se realizó esa segunda visita que le valió  a la adjudicataria para que se considerara que cumplía con los requerimientos técnicos, de forma tal que esa condición opere con carácter resolutorio y anulatoria de la adjudicación si la inspección se realizó en Planta cuyo funcionamiento le era permitido a empresa distinta de la oferente./ 3° Como la nulidad de la segunda visita no deviene precisamente de que se hayan “omitido formalidades sustanciales del procedimiento” (página G-20 de la resolución), sino de la demostrada participación de “asesor” sin competencia; y como la competencia es elemento esencial de todo acto administrativo (entendiéndose que los actos preparatorios del procedimiento han de ser llevados a cabo por funcionarios competentes para ello o debidamente contratados por la Administración), se solicita pronunciarse sobre ese extremo que ha sido evadido u olvidado en la resolución y fue debidamente alegado y fundamentado en la apelación y audiencia de conclusiones; pues lo que se le solicitó al señor Eduardo Glenn, fue su asesoría (y así lo admitió expresamente la Administración al contestar la audiencia inicial); y, para fungir válidamente como asesor de la Administración, se requiere competencia; siendo que a los asesores también le son aplicables los motivos de abstención (ver artículo 230.2 de la Ley General de la Administración Pública); y en los procedimientos que tramita la Caja Costarricense de Seguro Social han de suscribir las declaraciones juradas y constancia de inexistencia de conflicto de intereses como la que consta a folio 087-C del Expediente (...) el hecho de que haya participado como asesor en el procedimiento administrativo correspondiente a la segunda visita y se tenga por demostrado que “dicho profesional no firma el informe técnico que se emitió”, le imprime claro vicio de nulidad al informe mismo, por evidente infracción al artículo 134.2 de la Ley General de la Administración Pública; siendo que además, si participó en las diligencias de inspección, debió haber firmado el Acta./ 4° (...) por Principio de Congruencia, se solicita aclaración con respecto a lo indicado en la página G-23 de la resolución en comentario, donde se indica lo siguiente:/ “... la garantía de participación rendida por Colosa cumple en cuanto forma, modo, momento, plazo y monto, su pecado es una diferencia de ¢0.69 que para el presente caso resulta intrascendente, ya que al no existir oferta alguna posible de readjudicación...” Concretamente se solicita que se  aclare ¿cómo –si se admite que existe diferencia (y en la página siguiente se admite que “COLOSA rindió su garantía en forma insuficiente?- se puede entonces afirmar que dicha garantía CUMPLE en cuanto a MONTO?, pregunta que respetuosamente formulamos, toda vez que el tema de la trascendencia –o intrascendencia- reviste independencia; y para todos es claro, que dicho tema entra en el plano de la subjetividad; tan es así que para que ustedes tengan una idea, por diferencias menores, a los contratistas de la Caja se nos ha devuelto y dejado de tramitar facturas presentadas a cobro, aduciendo para su rechazo que el monto facturado no puede superar el monto exacto adeudado por la Administración; y para otros casos y por diferencia de 1 o 2 minutos en un plazo de 10 largos días hábiles, se han rechazado gestiones recursivas por extemporáneas, sin considerar lo “infímo” –o no- de esa  diferencia./ 5° (...) al final de esa misma página G-23 y principios de la G-24 (y dado que se llega a catalogar y “desestimar el argumento por” falaz), aclaramos que la Igualdad de Trato que se estima violada, no reside en porcentaje de insuficiencia que determinó la exclusión de FERJISA, sino en el hecho de que ambas garantías eran insuficientes; y entonces, así como la oferta de FERJISA se excluyó por esa razón (y no por la magnitud de la insuficiencia), consideramos que la oferta de COLOSA debió haber sido excluida por las misma e IGUAL RAZON, no por la cuantía de “su pecado”; y como objetivamente –y sin margen de discrecionalidad alguno- debió haber sido excluida, nos resulta difícil comprender (y de ahí que se solicite explicación y adición al respecto), ¿cómo se pudo haber afirmado en la página G-23 que “no existe otro sujeto legitimado para resultar reajudicatario”, dejando de lado que la oferta de COLOSA, al igual que la de FERJISA, ni siquiera era elegible ni hubiera sido susceptible de adjudicación?/ En nuestro criterio y desde luego respetando el análisis que ha llevado al dictado de ese criterio de mayoría (que se solicita sea aclarado), no se puede partir del hecho de que porque COLOSA resultó adjudicataria haya entonces que ver si existe –o no- otro sujeto legitimado para resultar reajudicatario; pues si la oferta de COLOSA debió haber sido excluida del concurso, tampoco estaba legitimada para ser adjudicataria; y en vez de ser distinta al “otro”, sería entonces de los mismos; y si no se le consideró de los “mismos”, fue porque la Administración ni siquiera advirtió la insuficiencia de su garantía, de manera que fue adjudicataria sin una ponderación de su incumplimiento; es decir, que ese acto administrativo de selección y adjudicación a favor de COLOSA, nunca incorporó dentro de su motivo y contenido lo concerniente al análogo incumplimiento de la oferta de COLOSA por igual insuficiencia en la garantía de FERJISA./ 6° Téngase en cuenta que de manera inusitada (y tal como se consigna en la página G-24 de la resolución a aclarar), “La adjudicataria no atendió  las audiencias conferidas por (ese) Despacho para referirse al presente recurso de apelación”; y entonces, el haber desatendido el proceso, más bien ha minado favoreciéndola (pues ni siquiera tuvo que aclarar ante esa Contraloría y ante los recurrentes, los puntos que se imputaron a su ofrecimiento; entre ellos, lo concerniente al Permiso Sanitario de Funcionamiento), cosa que procesalmente no debería ser así, pues una actitud de esa naturaleza, demuestra desinterés por la confirmación del acto de adjudicación y prácticamente equivale a la admisión de los hechos que no refutó./ 7° (...) con el mayor grado de respeto, solicitamos que se deje sin efecto las palabras “por falaz”, utilizadas al final de la tercera línea de la página G-24 cuya aclaración y adición se solicita (...) junto con la comunicación de la resolución de esta gestión, solicito que se me prevenga el costo de las copias de todo el expediente tramitado ante ese Despacho, para efectos de gestionar copia certificada...”  (Ver dicho escrito en el expediente de apelación).--------------------------------------------------------------------------

III- Que la presente resolución se dicta dentro del plazo  reglamentario-----------------------------------

CONSIDERANDO

I.   En cuanto al  tema de las diligencias de adición y aclaración, la Sala Constitucional en el Voto No. 032-95 de las dieciséis horas con treinta y tres minutos  del tres de enero de mil novecientos noventa y cinco, en lo pertinente señala:------------------------------------------------------------------------

 “La sentencia debe referirse a un caso controvertido, no pudiendo el juez dictar resoluciones en abstracto.  Así esta función –la jurisdiccional- obliga al juez a ‘juzgar’, ‘opinar’ y ‘valorar’ los hechos objeto de la litis y adecuarlos al marco normativo vigente por lo que contiene una decisión positiva y precisa de los mismos, es decir, es una expresión de lo considerado por la autoridad judicial.  El mandato constitucional y legal de ‘resolver definitivamente los asuntos sometido al conocimiento de los tribunales de justicia’ se cumple una vez pronunciada y notificada la sentencia, razón por la cual no puede hacerse variación o modificación alguna sobre la sentencia.  Sin embargo, en razón de que los jueces pueden incurrir en error material, no ser suficientemente explícitos o dejar de pronunciarse sobre algún punto objeto del conflicto, la ley le otorga a los jueces y tribunales la posibilidad de corregir su error, precise (sic) los términos de su pronunciamiento o subsane (sic) su omisión.  En nuestro ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 158 del Código Procesal Civil, las autoridades judiciales pueden, ‘aclarar cualquier concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contenga sobre el punto discutido en el litigio... Estas aclaraciones o adiciones podrán hacerse de oficio antes de que se notifique la resolución correspondiente, o a instancia de parte presentada dentro del plazo de tres días.  En este último caso, el juez o el tribunal, dentro de las veinticuatro horas siguientes resolverá lo que proceda”.  III.- En virtud de lo anterior, el juez no tiene poderes de rectificación ni de enmienda, sino exclusivamente de ampliación o aclaración de lo que hubiese omitido considerar, y debe tenerse en cuenta que las aclaraciones o ampliaciones o las correcciones o errores materiales solicitadas, deben ser de tal naturaleza que no alteren lo sustancial de la decisión, pues lo contrario implicaría admitir que el juez puede variar en forma reiterada las conclusiones de litigio sometido a su conocimiento, y convertiría esta gestión en un recurso de apelación o inclusive de revocatoria, que la propia legislación procesal civil regula en los artículos 559 a 590 el primero, y 553 a 558 el segundo... Por otra parte, la impugnación reiterada de una sentencia es contraria a la garantía constitucional de justicia pronta y cumplida según lo dispuesto en el artículo 41 de la Constitución Política, por lo que debe hacerse un uso razonable de esa institución.  El hecho de que las gestiones de adición y aclaración de sentencias ‘solo procedan respecto de la parte dispositiva’ no quiere decir que no se pueda discutir en relación con los fundamentos de la sentencia, sino que lo serán en la medida en que sustenten la parte dispositiva de la misma, pero no en forma aislada...”.  

De conformidad con lo expuesto, la gestión de adición es procedente con respecto a extremos omitidos en el por tanto o la de aclaración con respecto a partes oscuras de la parte dispositiva, sin menoscabo de lo indicado en el fallo anterior.  En este caso, tenemos que no existe confusión ni oscuridad alguna en cuanto al “Por tanto” de la resolución, y más bien en el escrito se manifesta inconformidad con respecto a lo resuelto, por lo que lo procedente es rechazar ad portas la gestión de adición y aclaración que se conoce.--------------------------------------------------------------------------
POR TANTO

SE RESUELVE:  Con fundamento en lo expuesto y lo dispuesto en los numerales 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 28 y 34, inciso a), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; 90 de la Ley de Contratación Administrativa, y 101 del Reglamento General de Contratación Administrativa  y los precedentes de la Sala Constitucional, RECHAZAR por improcedentes las diligencias de adición y aclaración interpuestas por PRODUCTOS VEGETALES AGRA DEL ESTE, S.A., en contra  de la Resolución No. R-DAGJ-584-2003 de las doce horas del doce de diciembre del dos mil tres.--------------------------------------------------------

NOTIFIQUESE.---------------------------------------------------------------------------------------------------
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